
 

ASISTENCIA LEGAL Y DEFENSA PÚBLICA 
 

Conscientes de que el derecho de defensa es fundamental y está reconocido en 

la mayoría de los textos jurídicos nacionales e internacionales,  

 

Conscientes de que es indispensable construir las condiciones necesarias para 

que las personas gratuitamente puedan resolver sus controversias,  

 

Conscientes de que la asistencia jurídica gratuita es uno de los mecanismos que 

ha creado el Estado para garantizar el derecho a la defensa de todas las 

personas, en especial de aquellas que no poseen los recursos económicos que les 

permitan contratar un abogado que los asista o represente en todo el proceso, 

 

Conscientes de que el derecho a la defensa y a la asistencia legal constituyen 

garantías básicas que tutelan a la persona frente al poder estatal,  

 

Aprobamos las siguientes: 
 

 

DECLARACIONES 
 

 

PRIMERA 
 

Las barreras que limitan el acceso a la justicia afectan especialmente a las 

personas que carecen de recursos y de condiciones para hacer valer sus 

derechos.  

 



 

 

SEGUNDA 
 

Deben establecerse instituciones que permitan la Asistencia Legal y la Defensa 

Judicial a todas las personas y, en su caso, gratuitas a las personas que no se 

encuentran en la posibilidad de afrontarlas con sus propios recursos y 

condiciones. 

 

 

TERCERA 
 

Los servicios de Asistencia Legal y Defensa Pública gratuitas deben prestarse de 

forma autónoma y con independencia funcional, y con la suficiente dotación 

presupuestaria. 

 
 
CUARTA 
 
Los Estados deben proveer suficiente información para que la población acceda 

con facilidad a los servicios de asistencia legal y defensa pública gratuitas. 

 

Para lograr el cumplimiento de estas Declaraciones, manifestamos nuestra 

voluntad de llevar a cabo las siguientes: 

 
 

 
 
 



 

ACCIONES 
 
 

1.  Promover la regulación legal de los servicios de Asistencia  Legal y 

Defensa Pública gratuitas prestados en forma autónoma. 

 

2.  Promover o propiciar, según sea el caso, el suministro de los 

recursos necesarios para el buen funcionamiento de los servicios de 

Asistencia Legal y Defensa Pública gratuitas. 

 
3.  Promover o procurar, según sea el caso, que los servicios de 

Asistencia Legal y Defensa Pública gratuitas sean cumplidos por 

profesionales que reúnan óptimas calidades técnicas y éticas, con el 

objeto de lograr la igualdad de condiciones y el equilibrio necesario 

de las partes que integran el proceso. 

 
4.  Promover el establecimiento de los mecanismos para garantizar a la 

población el buen desempeño de los servicios de Asistencia Legal y 

de Defensa Pública. 

 

5.   Promover y favorecer la difusión de información en la población de 

los servicios de Asistencia Legal y Defensa Pública gratuitas.  


